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El proyecto de ley estatutaria del gobierno del pacto histórico, presentado al congreso de la república este mes de septiembre, deberá transformar la realidad educativa del país. En su esencialidad, fortalece la función del Estado como prestador y protector del derecho fundamental a la educación como principio básico para el desarrollo de las sociedades contemporáneas. 

Con el nuevo proyecto, la ley 115 empieza a ser rebasada puesto que, si bien ésta reconocía el derecho a la educación, lo hacía en consonancia con un modelo económico en boga, el neoliberalismo. Época en la cual se estaban imponiendo los famosos “ajustes estructurales” (Jefrey Sachs) con los cuales se apuntaba a la reducción del Estado (jibarización), aupando el desarrollo del sector privado financiado con los dineros del Estado y convirtiendo los derechos en mercancías.

En la ley 115 se refleja el neoliberalismo en cuanto a que se reconoce la educación privada explícitamente. Y los empresarios conformaron un fuerte lobby en torno a este sector, a tal punto de constituir y ofrecer prestigio docente con el premio “Compartir al maestro”. Y mantener muy atentos para apropiarse de esa gran porción del presupuesto nacional que hoy responde a 57 billones de pesos anuales. Todo un botín para el sector privado que actúa como los viejos piratas. Y  que, desde hace un par de décadas, empezaron a apropiarse con los colegios en concesión.
La fuerte resistencia de los maestros agremiados en FECODE, ha impedido que los empresarios se adueñaran de la educación pública. La organización sindical ha obstaculizado la conversión del derecho a la educación en una mera mercancía. Lo que no pudieron efectuar los sindicatos en el sistema de salud y por ello, la salud es una mercancía que la puede pagar aquel que posee una gran riqueza o que alcanza unos altos salarios, mientras las mayorías están sometidas, en muchos casos, al paseo de la muerte y al predominio de las empresas promotoras de salud. Un intermediario inservible para el préstamo del derecho, pero, un intermediario sensacional para desposeer de la riqueza a los colombianos. 

La nueva ley de educación compuesta por el Pacto Histórico.

La ultraderecha colombiana ha logrado cursar en primer debate el proyecto de ley 192, con la cual el centro democrático pretende entregarle, del presupuesto educativo nacional, un bono a las familias para que eduquen a sus hijos, desprendiendo al Estado de prestar el derecho a la educación a partir de su red de Instituciones Educativas financiadas con los dineros de todos los colombianos. Rompiendo con la función pública estatal de brindar educación y, más aún, eliminando la educación como un derecho en todas sus esferas. Preescolar, primaria, básica y media y universitaria.
El gobierno del cambio contrapone a ese adefesio un proyecto de ley que interpreta los anhelos de las absolutas mayorías de la sociedad colombiana. Un proyecto en cuyo centro está la función pública estatal de la educación como derecho humano, no como un simple servicio público.
Con la anterior afirmación se fortalece el criterio de que el Estado es el regulador de las relaciones sociales y debe actuar como defensor de los derechos humanos, una acción que lentamente viene siendo enajenada por el sector privado. 

Entonces, el nuevo proyecto de ley del gobierno rescata el carácter público estatal del derecho a la educación y, además, erige ese derecho a un bien inalienable, imprescriptible e inenajenable. Cuando el derecho a la educación es reconocido como un bien común de la sociedad colombiana.

 Un bien común es un asunto consustancial sine qua non a los seres humanos. Que lo requiere la persona para vivir. De esos bienes comunes hacen parte el aire limpio, el agua, el sueño, la alimentación. Son aspectos que sin ellos el ser no logra su existencialidad en este presente. 

La cultura es parte consustancial al ser humano y la educación es uno de los grandes logros de la cultura, porque ella sintetiza todo el saber humano y hace del estudiante un sujeto proactivo, poniéndolo al nivel de todos los conocimientos generados por la humanidad.   Evitando que el estudiante entre en ese foso de la ignorancia en el cual nos han querido insertar, por siempre, estas clases dirigentes. 
Esta ley, erige la educación a bien común. Es toda una revolución en el derecho, como lo han sido los derechos de la madre tierra que ya empiezan a rendir sus frutos en el planeta a tal punto que se ha logrado convertir al río Atrato en sujeto de derechos. Y a los animales darles el rango de seres sintientes. En ecuador se acaba de plebiscitar para que no se extraiga petróleo de una región y el pueblo votó en contra de extraer ese mineral porque primó el derecho a un ambiente sano y a un aire libre, a la disminución de hidrocarburos en biosfera. 
El bien común, despide la mercantilización de la vida y en particular del derecho educativo que en la ley 115 podía ser prestado por sectores privados. 

 La universalidad y la felicidad, columnas de la nueva ley.

Las élites colombianas nunca se plantearon una educación universal para los colombianos. Sus hijos no tenían dificultades en su formación profesional. Pues muchos nacen en Estados Unidos y se educan por completo en ese país o hacen sus estudios básicos en Colombia y la universidad norteamericana recibe a los estudiantes de esas élites. Harvard es muy demandada. Texas y otras llenan el mosaico de la vanidad elitista oligárquica. Mientras la universidad pública colombiana se esfuma, se empobrece y es puesta en competencia en el marco de “proyectos” del Estado y las Ongs. Desfinanciándola, imponiendo el criterio del subsidio a la demanda y no a la oferta. Mientras a la universidad privada elitista, la cubren de subsidios tales como ser pilo paga y otros. 

La propuesta legislativa hoy corresponde a que: el Estado cubra el derecho a la educación desde el preescolar hasta la universidad.
El preescolar es un bello hijo de las grandes movilizaciones sindicales. Entonces, la universalidad ocurre cuando el sujeto nace y para él se apresta la sala cuna, el prejardín, el jardín y el preescolar. En consonancia con la primaria, básica y media hasta la universidad. Con esos criterios es que se habla de universalidad. Un concepto que está adherido al de felicidad. Uno de los ejes del proceso educativo y del trabajo pedagógico, debe ser la felicidad como precepto fundamental para formar al sujeto que crece intelectualmente y, participa en el devenir de la convivencia social.
 Un ser que piensa libremente sin estar sojuzgado a ningún tipo de poderes dogmáticos y que contribuye con la construcción de las decisiones de su institución educativa. Un ser que participa, que se zambulle en la construcción democrática de la escuela.

 La felicidad, es esa arista  inmersa en un nuevo horizonte de sentido que  complementa la universalidad, un aspecto que debemos nutrir, para que el colombiano que nosotros educamos empiece a incorporar, a partir de un deseo profundo por el saber, de la estética, del gusto de alcanzarlo; por el acceso a la tecnología, y con ello a la profundización de la pedagogía juega, la cual juega un papel central en el asunto educativo. 
Esta nueva educación se está pensando para un país de postguerra. Que empieza a construir justicia social y nuevos referentes políticos y gubernativos. 

Esta cita que implica factores que conllevan a la felicidad e integralidad, nos resalta lo argumentado anteriormente cuando quedan claros los deberes del Estado que corresponden a:

Formular, implementar y evaluar las políticas públicas que promuevan el goce efectivo del derecho a la educación, para ello garantizará el acceso y permanencia en los distintos niveles de educación y desarrollará estrategias diversas e inclusivas para que todas las personas tengan iguales oportunidades de aprendizaje durante toda la vida y contribuyan a la superación de situaciones de injusticia, marginación, estigmatización, violencias basadas en género y otras formas de discriminación. (P,6)

Además, declara la necesidad de fortalecer la formación del cuerpo, el espíritu y la innovación en el estudiante al decir: “El Estado propenderá por una educación básica que consolide en todas las Instituciones educativas de manera progresiva la formación integral y el desarrollo del ser a través de las artes, la cultura, el deporte y la formación en el uso de tecnologías de la información y comunicaciones,…” (P,8)

 
Una educación para la paz.

Los maestros con FECODE levantamos la consigna de la escuela territorio de paz.

El gobierno nacional hace pocos días reconoció al movimiento sindical como sujeto víctima de la confrontación político-militar colombiana. Donde el Estado fue un baluarte de esa confrontación pues, fue utilizado para usar la fuerza contra vastos sectores de la población. La escuela no fue ajena a esa disrupción estatal. El general Henry Torres Escalante, uno de los declarantes ante la JEP, aceptó una serie de crímenes espantosos que solo nos acercan a las monstruosidades del fascismo alemán y ratifican el aserto de la participación del Estado en la guerra colombiana, no como agredido, sino como victimario. Por eso, en la nueva ley aparece la justicia restaurativa.  Las víctimas son reconocidas y aceptadas para su inclusión en el sistema educativo y su inclusión sin dificultad.

El reconocimiento del campesinado.

 	El congreso, impulsado por el Pacto Histórico, aprobó el acto legislativo 1 de 2023 en el que “…se reconoce al campesinado como sujeto de especial protección constitucional”. Un reconocimiento exigido en varias sentencias de la corte constitucional que intentaba modificar el artículo 64 de la constitución y que revindicaba a ese sector social tan vapuleado por la guerra. 
El acto legislativo, recientemente aprobado, se refleja en el nuevo proyecto de ley de educación al exaltar al campesinado como sujeto de derechos y ubicarlo en el sitial que se merece, al ser el productor económico básico de la sociedad. Es quizás el reconocimiento a todas esas luchas que el campesinado ha desarrollado a lo largo, por lo menos, del siglo XX. Cuando se rebeló contra sus condiciones de vida, exclusión y marginalidad, siendo el aspecto central de esas luchas la tenencia de la tierra y sus derechos como ciudadano.  
El proyecto del Pacto entonces reconoce de la siguiente manera al campesinado:
Artículo 19°. Derecho fundamental a la educación campesina y rural. El Estado adoptará políticas, planes, programas y estrategias que se ajusten a las necesidades y particularidades del campesinado como sujeto de derechos y de especial protección y de la población rural, con el fin de garantizar su derecho a la educación, reducir las desigualdades y promover el derecho a la educación en las zonas campesinas y rurales que aporten al desarrollo y a la construcción de paz territorial, reconociendo su particular relacionamiento con la tierra basado en la producción de alimentos en garantía de la soberanía alimentaria, sus formas de territorialidad campesina, condiciones geográficas, demográficas, organizativas y culturales que lo distingue de otros grupos sociales. (P,9)

Garantizar el derecho de las comunidades campesinas a recibir una educación que permita la defensa de su cultura y su relación con la tierra a partir de las prácticas socioculturales y su vinculación con el territorio con modelos de enseñanza acordes a sus contextos locales. 
 Acceder al sistema educativo sin verse sometidos a situaciones de índole discriminatorio, en igualdad de oportunidades y de acuerdo con sus propios intereses y capacidades. (P, 6)

Desarrollar acciones para la materialización del derecho a la educación en zonas rurales o aisladas, asegurando la calidad, pertinencia e igualdad. (P,7)

Sobre este reconocimiento en el orden legal colombiano al campesinado, vale la pena una digresión para mencionar un poco la historia de este sector social marginado por la oligarquía colombiana y usado en la confrontación entre liberales y conservadores, a mediados del siglo XX; luego en la lógica de la doctrina de la seguridad nacional posterior al surgimiento de la insurgencia revolucionaria, finalmente, en la guerra contra las drogas cuyo más “reciente embrujo autoritario” se manifestó con la “seguridad democrática” impulsada por la ultraderecha colombiana.
Colombia ha estado inmersa en una serie de rebeliones campesinas y étnicas por la tenencia de la tierra. Como factor paradigmático podemos mencionar cuatro momentos de esas rebeliones con objetivos semejantes.
Por la década de los años 20 y 30, emergió con mucha fuerza la lucha de los pueblos indígenas por la conformación del gran resguardo, el cual involucraba una región compuesta por los departamentos del Cauca, Tolima y Huila. Esa lucha fue dirigida por Quintín Lame y José Gonzalo Sánchez. La violencia oligárquica no se hizo esperar, y Quintín fue encarcelado por lo menos 100 veces. De todos esos procesos ha quedado el CRIC y un proceso de autogobierno y de autodeterminación de los territorios bajos lo criterios de caminar la palabra y liberar la madre tierra. 
Un segundo momento, corresponde a la lucha por la tierra en el Sumapaz. Una confrontación entre el campesinado sin tierra contra la compañía Burila, la cual se auto adjudicó trescientos mil hectáreas de baldíos del Estado. Esa rebelión se ubicó entre la actual localidad 20 de Bogotá y la zona oriental del Tolima. Dicha  rebelión fue liderada por Erasmo Valencia y Juan de la Cruz Varela, aquel campesino que se carteaba con el astronauta Yuri Gagarin y que, luego de un proceso de paz, es elegido diputado en la asamblea de Cundinamarca, en la lista del Movimiento Revolucionario Liberal de Alfonso López Michelsen, quien sería presidente de Colombia desde 1974 hasta 1978. 
Erich Hobsbawn, el historiador más importante del siglo XX, presentó ante la academia europea, en la década de los sesenta, un libro intitulado Rebeldes primitivos, documento en el cual dedica un capítulo a la rebelión campesina del Sumapaz y, declara ese movimiento, surgido en aquella región, como la movilización campesina más grande de occidente. 
El tercer momento corresponde a lo sucedido a mediados del siglo XX. Los Llanos orientales se convertirían en un epicentro de la lucha campesina. En el intermedio de la guerra entre liberales y conservadores; el campesinado convierte esa confrontación bipartidista en una lucha por un nuevo proyecto de nación y el tema de la tenencia de la tierra como centro del debate. Los campesinos liderados por Guadalupe Salcedo Unda y el jurista José Alvear Restrepo promulgan las dos famosas leyes del llano, cuyos fundamentos prometían realizar
 una nueva constitución surgida desde estas llanuras cargadas de esperanza. 

La cuarta lucha corresponde a las propias banderas erigidas por los movimientos insurgentes que nacieron en los años sesenta como las FARC, quien emanara el programa agrario y luego con la ley 001 de reforma agraria de los años 80.  Lo propio contienen las reivindicaciones del extinto Ejército Popular de Liberación y las reformas agrarias en los territorios bajo su influencia efectuadas por el Ejército de Liberación Nacional, quien se halla hoy en un proceso de paz con el gobierno colombiano.

En síntesis, ese proceso de luchas campesinas e indígenas, por conformar “el gran resguardo” de los pueblos indígenas que abarcaba a una región del Tolima, Huila, parte del Valle y el Cauca; la recuperación de la tierra por los campesinos del Sumapaz contra la compañía Burila; la rebelión de los llaneros con sus dos leyes del llano y, la lucha por intentar transformar la conducción  del poder en Colombia a través de los proyectos insurgentes nacidos de las propias contradicciones nacionales en la confrontación con el poder dominante, iluminados por los procesos de liberación nacional que se desarrollaban en el planeta. La el desarrollo de esas organizaciones insurgentes, radicalizaron la tendencia oligárquica de marginar al campesinado y no reconocerlo sino para hacerlo carne de cañón y presa de su espantosa política de seguridad nacional o de seguridad democrática, la cual culminó con el aniquilamiento de 6402 jóvenes. 
Y mas de siete millones de refugiados internos que el actual gobierno se ve obligado a reconocer, para darle curso a un nuevo proyecto de nación que deberemos construir entre todos; pero que las élites no admiten. Entonces, toca construirlo con la movilización social que se imponga al poder legislativo e impulse las reformas por la cuales votaron las mayorías de la sociedad colombiana.

Superando la digresión, concerniente a un bosquejo de historia del movimiento campesino y sus luchas por la tenencia de la tierra en Colombia; entonces, digamos que la nueva ley general de educación propuesta por el pacto histórico, la cual está más allá de la ley 115, recoge en su espíritu las luchas del campesinado durante el siglo XX y lo vierte en artículos que se hilan como derechos de varios sectores que han sido discriminados por el poder establecido en el país.


El reconocimiento de las minorías étnicas.

La constitución de 1991 trajo como novedoso, la inclusión de los pueblos indígenas en el nuevo pacto social firmado, luego de un acuerdo de paz, por el movimiento 19 de Abril (M-19)), un sector del EPL, un sector del ELN y el ADO.

Los pueblos indígenas también han tenido su reconocimiento en la ley 115 y ahora se hace más explícita con el nuevo proyecto al decir que se deben adoptar “…medidas destinadas a garantizar que la educación sea adecuada culturalmente para las comunidades étnicas” (P, 6)

Lo cual implica brindarles más autonomía a las comunidades étnicas e irlas deslindado de la dependencia de las alcaldías, siendo los resguardos los que definan sus proyectos de vida y educación acorde con sus tradiciones y cultura.


El docente como intelectual de la educación y no como un simple servidor público.

La otra gran revolución, semejante a un giro copernicano, en consonancia con la conversión de la educación como en “derecho” y un “bien común”, es lo concerniente al factor determinante que permite la transmisión del conocimiento, el desarrollo de la cultura en la escuela: el maestro.
 La nueva ley no concibe al docente como un servidor o funcionario público de un servicio esencial, como pretende el centro democrático para desprenderlo de los derechos políticos y castigarlo cuando organice la huelga, sino que lo concibe como el intelectual del proceso educativo.

La nueva ley de educación transforma la función del maestro, no la desmejora, sino que la exalta, elevando el papel del educador. Poniéndolo en el rol histórico que siempre debió tener. 

La nueva categorización nos inquiere por nuestra labor. Tenemos que superar la condición a veces de “gana panes”, para ser los pensadores de la educación que contribuyamos a la superación del atraso del país. Pero, además, ser el sujeto que se piensa con las comunidades el mejoramiento de la condiciones de vida, es quien ayuda a planificar el desarrollo social.

Pero, si nos imbuimos solo en la escuela, es entonces el maestro un creador de innovaciones, de nuevas formas de leer el mundo del aula, del alto desarrollo de la producción académica. Solo pensemos que cada maestro produjera un artículo anual de su área. En el país tendríamos trescientos treinta mil artículos anuales, de los cuales muchos servirían para nutrir el saber de la escuela y de las comunidades, los métodos, la resolución de conflictos y la generación del nuevo ciudadano que podría empezar a germinar con esta nueva ley. 

En conclusión, la nueva ley estatutaria de educación contiene principios edificantes de un país en función de la modernidad, no de la modernización y ello pasa por revalorar lo público, como un eje central para la prestación de un derecho, la educación, y no para ofrecer una mercancía al desgaire de la oferta y la demanda; como lo pretenden los empresarios por la educación. 

En la ética, el proyecto habla de la felicidad. La educación como un bien común para ser felices. La escuela pensada como un espacio para construir un sujeto integral que busca, con las herramientas brindadas por el maestro y el Estado, la plenitud de su existencia. Pues la educación primaria, básica y media está acompañada de la creación de nuevas universidades o nuevas sedes con capacidad para ampliar el ingreso de los jóvenes colombianos que han visto truncados sus sueños por carecer de una amplia capacidad pública para ascender a la universidad.
La reforma busca, además, la equidad. Un gran esfuerzo de la filosofía política. La igualdad es importante cuando todos estemos al mismo nivel, mientras tanto debemos construir equidad, es decir, beneficiando a los que menos tienen para que se pongan al mismo nivel de los que más tienen. Para que las oportunidades sean iguales para todos.  Y se rompa con la pobreza que nos acompaña en el país, mientras un sector social se apodera de la mayoría de la riqueza, pero con el apoyo del Estado.
 Los bancos no obtendrían tantas ganancias si el Estado no trabajara en función de ellos. Valga decir que cuando el presidente Petro anunció que trasladaría todos los ahorros del Estado dispersos en los bancos privados hacia al banco agrario para que se le pueda prestar dinero a los productores: Los más molestos fueron los banqueros. Dejarían de parasitar con los ahorros del Estado, para que éstos cumplan una función social.  Irónicamente es una versión del capitalismo que en Colombia no ha sido desarrollado. Un capitalismo sostenido en la producción y no en la financiarización. 
Y, por último, el cuestionamiento al maestro que ya no será un simple funcionario, sino que será elevado a intelectual de la educación. Una revolución educativa. Ello apunta a la transformación de la escuela. El maestro como pedagogo, no como cuidador de niños, ni como un funcionario público dedicado a sus veintidós horas de labor semanal.
 Es un nuevo tipo sujeto legal, con nuevas condiciones laborales, con la debida profesionalización y reconocimiento social que se merecen en una sociedad que apuntará a fortalecer la democracia, el respeto por las diferencias, la participación y decisión social y por ende el logro de la paz con justicia social. Este gobierno del pacto histórico encamina el país hacia esos objetivos, en los maestros está que contribuyan a alcanzarlos.
Sin embargo, en el nuevo proyecto extrañé el discurso sobre el cual se sustenta la filosofía política del gobierno. No aparece el tema ambiental, de protección de la tierra como un eje transversal de la convivencia y de la sobrevivencia humana. Ese vacío nos deja el proyecto que deberá llenarse con los debates que se apresten en el país. 

El desarrollo de la naturaleza como sujeto de derechos es también un asunto que debe contener la reforma a la educación. No puede soslayarse, sería retroceder un espacio que hable del educando y educador como preservadores de la vida. Es hora de sembrar la vida. Los estudiantes deben aprender que no son seres separados de la naturaleza, ni que seamos seres superiores a ella. O que ella fue creada para la destrucción. O peor aún, que podemos movernos en la destrucción creadora o, en la acción económica del úselo y tírelo, como un acto de reproducir el capital aparentemente al infinito, idea que nos vendieron los economistas occidentales.
 Esa mirada de la relación con la naturaleza es dinosáurica, no obedece a la realidad de la destrucción de los eco sistemas, a la inmensa huella ecológica que los humanos estamos dejando en muchos casos sin posibilidad de recuperación, como el aumento de las temperaturas que hoy impactan en la humanidad. 

El estudiante que empezaría a formarse no es ya un ser que piensa territorialmente solo desde la nación, o desde el continente, sino que el estudiante debe comprender y concebirse como un ser planetario. Un ser que obedece a los metabolismos del orbe, que es un componente y no un soberano sobre este punto azul pálido que flota en un hilo de sol en el universo. En términos de la carta del jefe Noah Seathl, de la Tribu Suwamisu, dirá bellamente estas palabras: “El hombre no tejió el tejido de la vida; él es simplemente uno de sus hilos. Todo lo que hiciere al tejido, lo hará a sí mismo” 

Entonces, la nueva formación debe procurar porque la semilla de la vida viaje como las fibras delgadas del diente león que se expanden con el viento y llegan a los lugares más inesperados, para seguir reproduciendo la existencia, en este caso de toda la vida que flota en la “única nave espacial” que poseemos.

La nueva ley estatutaria de educación hunde sus raíces en unas palabras del gran escritor mexicano, padre del realismo mágico, Juan Rulfo, en su libro de cuentos el Llano en llamas donde escribiera estas palabras que sirven de epílogo a estas reflexiones:

Uno ha creído a veces, en medio de este camino sin orillas, que nada habría después; que no se podría encontrar nada al otro lado, al final de esta llanura rajada de grietas y de arroyos secos. Pero sí, hay algo. Hay un pueblo. Se oye que ladran los perros y se siente en el aire el olor del humo, y se saborea ese olor de la gente como si fuera una esperanza.

